
 

1 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

LA ÉTICA Y EL MINISTERIO FISCAL: 

ESPECIAL REFERENCIA A LA LIBERTAD DE OPINIÓN Y 

EXPRESIÓN 

Ana Mª Marcos del Cano 

Catedrática de Filosofía del Derecho de la UNED 

 

 

 

Curso Deontología y Protección de Datos  

2024 

 

  



 

2 

 

 

 

 

 

Dentro del marco de estas Jornadas de Formación sobre “DEONTOLOGÍA Y 

PROTECCIÓN DE DATOS” organizadas por el Centro de Estudios Jurídicos, abordaré 

las siguientes cuestiones: 

.- en primer lugar y después de una breve introducción, la aclaración del 

significado de los términos de Ética y Moral; 

.- en un segundo momento, diferenciaré la Ética Pública de la Ética Privada y la 

Profesional, así como del concepto de Deontología.  

.- a continuación, abordaré las implicaciones de la Ética propiamente dicha en el 

ámbito del Ministerio Fiscal, en relación con el derecho a la libertad de opinión y de 

expresión, recogiendo los principios éticos más relevantes que se han aprobado en 

declaraciones internacionales de organizaciones diversas sobre este tema y en el Código 

Ético del Ministerio Fiscal de España. 

 

I. INTRODUCCIÓN 

 

La ética juega un papel fundamental en la sociedad actual. En un mundo cada vez 

más interconectado, más complejo e incierto, donde las acciones de una persona pueden 

tener repercusiones globales, las preguntas éticas, sobre lo que se debe hacer resultan 

imprescindibles.  

En los últimos tiempos, ha adquirido una gran importancia la ética aplicada: nos 

enfrentamos a numerosos desafíos éticos en diferentes sectores de la sociedad (la 

sostenibilidad y cuidado del medio ambiente, tecnología, el rápido avance de la 

inteligencia artificial, la biotecnología, la medicina, cuidado de los más vulnerables …) 

Y también, cómo no, en lo personal, en el que la ética debe estar presente en la toma de 

decisiones diarias: cómo nos relacionamos con los otros, qué decisiones tomamos, cuál 

es nuestro compromiso con los valores como la justicia, la libertad, la dignidad de cada 

persona, son ejemplos de cómo la ética se manifiesta en nuestras vidas cotidianas.  
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También en el ámbito del ejercicio profesional. No es extraño que a la hora de 

iniciarse en una profesión se realice un acto público solemne mediante el que se jura o se 

promete someterse a unos principios o códigos de conducta propio de esa profesión 

(abogados, médicos) o a la propia Constitución, en el caso de los funcionarios públicos, 

cargos políticos, etc.  

Precisamente, si hay un ámbito en el que la ética está cobrando mayor relevancia 

es en el de lo público. La sociedad exige cada vez más transparencia, responsabilidad y 

ética a las personas que ocupan cargos públicos y a las que forman parte de los órganos 

del Estado. Y, de hecho, cada vez más surgen declaraciones desde organismos, grupos y 

organizaciones, como veremos más adelante, que establecen principios éticos que sirvan 

de guía para la actuación de las personas que desarrollan su actividad profesional en el 

ámbito público.  

Todo ello nos obliga a repensar nuestra forma de actuar desde lo ético. Y hay 

diversas razones que explican esta orientación de la ética1. Una es el pragmatismo, en el 

mejor sentido del término, que impregna nuestra cultura y forma de vida: la eficacia exige 

que las cosas funciones y cuanto más rápido mejor, que se resuelvan los problemas. 

Somos deudores del resultado. Y, en este sentido, la ética no se libra de esta exigencia. Y 

otra razón, es la complejidad creciente de las profesiones y que no sólo afecta a cuestiones 

técnicas, sino también éticas. Para ejercer una profesión se necesita la ciencia, pero 

también la conciencia. La técnica no se basta a sí misma. Es decir, su ejercicio no sólo 

afecta al conocimiento de determinadas cuestiones instrumentales, sino también criterios 

sobre la justificación o no de los fines y de los medios para alcanzar ciertos fines. Y una 

tercera razón, radicaría en la creciente complejidad e incertidumbre, que se vive en la 

sociedad contemporánea, falta de referentes y en la que el cambio acelerado que estamos 

viviendo nos deja casi en un sin saber acerca de lo que es un buen médico, buen juez, un 

buen fiscal.  

 

II. ÉTICA Y MORAL  

 

1 Véase ATIENZA, M., “Ética judicial”, Jueces para la democracia, nº 40, 2001. 
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Ya Sócrates (S. V a. C.) definía la Ética como saber del bien para obrar el bien. 

El bien, lo valioso, lo que debe ser, lo que nos hace mejores es lo que tenemos que 

aprender para ser éticos. La ética exige por tanto un saber, una instrucción, una reflexión, 

que es dinámica. La ética viene determinada en gran parte, desde la historia y ha estado 

presente a lo largo de toda la historia, no sólo como conciencia humana, sino también en 

el pensamiento filosófico y político. Los conceptos morales varían con el tiempo y están 

encarnados en las formas de la vida social, de ahí que un mismo concepto como bueno2, 

respetable y justo tenga una significación diferente hoy que, en la sociedad griega, por 

ejemplo, cada momento histórico dará un contenido a los conceptos que definen lo que 

es correcto, bueno o justo. De ahí que la reflexión ética sea dinámica, como lo es la propia 

sociedad.  

La ética nos requerirá entonces en pregunta, pregunta por uno mismo, en primer 

lugar, pues implica el fuero interno de cada persona, en el que las sanciones externas no 

pueden llegar, a diferencia de las normas jurídicas. Es desde la autonomía personal, desde 

donde trae causa, es decir, la obligación de ser ético proviene precisamente de uno mismo, 

de los propios valores, no es una obligatoriedad externa. Las normas éticas, a diferencia 

de las jurídicas, son autónomas, no heterónomas.  

Y es que, como afirmaba Aranguren, la persona es constitutivamente moral. Es 

decir, no tenemos más remedio que ser éticos si queremos ser personas. A diferencia del 

animal que existe plenamente ajustado al medio, (el suyo es un mecanismo estímulo-

respuesta), la persona, en cambio, es “libre de” y, además, necesita justificar sus actos, de 

acuerdo con un concepto de lo bueno, de ajuste precisamente a una norma ética que ha 

interiorizado3. La persona necesita apropiar su actuar, justificándolo, en el sentido de 

hacer la vida propia a través de cada uno de sus actos y de sus decisiones y la inscripción 

de esos actos en su naturaleza. Es claro que todo lo que hacemos nos constituye, tanto en 

lo individual como en lo social, de tal modo que somos lo que hacemos, nos convertimos 

en lo que actuamos y desde ahí la vida se va haciendo más propia, más “auténtica” en 

palabras de Heidegger. 

 

2 La palabra bueno en los poemas homéricos es una palabra de alabanza porque es intercambiable 

con las palabras que caracterizan las cualidades del ideal homérico, en MACINTYRE, A., 

Historia de la ética, Paidós (ed. Planeta), Barcelona, 2019, p. 19. 

3 Véase, ARANGUREN, J.L., Ética, Alianza Editorial, Madrid, 1979. 
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Aunque habitualmente los términos Ética y Moral suelen utilizarse 

indistintamente para expresar la misma realidad su significado es diferente. A esta inicial 

confusión contribuye precisamente el análisis etimológico de los dos términos: 

Ética proviene del griego «ethos» (ήθος), que tiene dos significaciones: carácter 

y hábito. La palabra carácter se refiere al modo de ser y actuar humano, mientras que 

hábito (hoy se hablaría más de actitud) significa la regularidad de actuación en una 

persona por la repetición de actos iguales realizados en las mismas circunstancias. Y el 

conjunto de hábitos arraigados en una persona viene a configurar en gran medida su 

carácter. Si nos fijamos atentamente veremos que, en la raíz de ambas significaciones está 

presente lo que habitualmente entendemos por costumbre. Moral proviene del término 

latino «mos» que, en español, se traduce literalmente por costumbre. Vemos, por tanto, 

que tanto el término griego ethos como el término latino mos participan de la misma 

significación: costumbre. Esto es lo que, por un lado, nos permite utilizar Ética y Moral 

indistintamente, generando una cierta confusión. Sin embargo, desde otra perspectiva, en 

el ámbito académico, su significación es diferente. 

Por Moral se entiende el conjunto de reglas que se aplican en la vida cotidiana y 

todos los ciudadanos las utilizan continuamente. Estas normas guían a cada individuo, 

orientando sus acciones y sus juicios sobre lo que es moral o inmoral, correcto o 

incorrecto, bueno o malo.  

La Ética, sin embargo, es una reflexión filosófica sobre la moral, preguntándose 

por qué algo es bueno y, por consiguiente, debe hacerse. Es una reflexión sobre la 

felicidad, las virtudes, el bien moral, el deber moral, la conciencia, la decisión, la 

autonomía, etc. De ahí que podamos hablar de distintos tipos de ética, a saber, la gran 

clasificación entre éticas formales y materiales, deontológicas y teleológicas4. 

En lo que ahora nos interesa, consideraremos la Ética como un conjunto de normas 

que regulan los actos internos de las personas, es decir, que responden a lo que para cada 

 
4 Así, las éticas formales: no indican qué hay que hacer, sino el cómo. Uno de los ejemplos más 

claros es el célebre imperativo categórico de Kant: “Obra de tal manera que tu manera de actuar 

sea universalizable”. Y las éticas materiales: indican el qué hay que hacer. En este sentido, la ética 

aristotélica que indica que el fin de la ética es alcanzar la virtud. Las deontológicas son las que 

indican lo que hay que hacer desde la moral del deber; y las teleológicas, las que establecen lo 

que debe hacerse desde la moral de los fines.  
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persona es lo bueno, lo correcto, lo que se debe hacer. Y responde a los interrogantes ¿qué 

es lo bueno?, ¿qué debo hacer? y prescribe la realización de lo que es bueno.  

 

III. ÉTICA PRIVADA, ÉTICA PÚBLICA, ÉTICA PROFESIONAL Y 

DEONTOLOGÍA 

Cuanto acabamos de decir en el epígrafe anterior se refiere fundamentalmente a 

la Moral y a la Ética Privada, es decir, a los valores y principios morales que guían el 

comportamiento de los individuos en su vida privada y personal, así como en las 

relaciones interpersonales y familiares.  

La Ética Pública se enfoca en los valores y principios éticos que guían el 

comportamiento de las personas que ocupan un cargo público, de los funcionarios y 

servidores públicos en el desempeño de sus funciones y en la toma de decisiones que 

afectan a la sociedad en general5.  

Lord Nolan, en su famoso Informe emitido en 19946, referente mundial para 

cualquier sociedad interesada por la ética de sus políticos y funcionarios, entiende la Ética 

Pública como “la «elegancia» en el cumplimiento del deber, afirmando que hay cosas 

legales que, sin embargo, no se deben hacer por puro sentido común y por decoro”. 

Prácticamente todos los códigos éticos y deontológicos de los funcionarios 

públicos de los países de nuestro entorno y, en general de todos los Estados Democráticos 

de Derecho, realizan una amplia enumeración de valores y principios de actuación para 

los funcionarios públicos, que son plasmación de la “función de servicio” al interés 

general de los ciudadanos, al que debe responder la actividad de los funcionarios públicos. 

La mayoría de los recientes códigos están inspirados en los siete valores, principios y 

criterios establecidos en el informe Nolan que, como él mismo afirma, sintetizan todo un 

código de Ética Pública:  Altruismo o capacidad de asumir el interés público; integridad; 

 

5 Cabe preguntarse, sin embargo, si estas dos esferas son radicalmente diferentes o tienen zonas 

de coincidencia, si existe algún punto de conexión entre el interés público y el privado. La persona 

es una unidad y, por lo tanto, sus valores son los mismos con independencia del contexto en que 

realice sus conductas, por lo que su comportamiento debe ser ético tanto en el contexto público 

como en el privado.  

6 Véase en https://www.carm.es/chac/interleg/arti0008.htm (consultada el 03/06/2024) 

https://www.carm.es/chac/interleg/arti0008.htm
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objetividad; responsabilidad; transparencia; honestidad; liderazgo o capacidad de 

decisión. 

Muy próxima a la Ética Pública está la Ética Profesional, pues todo profesional, 

además de poseer unos conocimientos técnicos y estar obligado por determinas normas 

jurídicas en el desempeño de su profesión, debe someterse a normas que garanticen su 

honor, su responsabilidad, su integridad, su honestidad, su dignidad, en el ámbito personal 

y en todo aquello que afecta a su profesión en relación con la empresa o colectivo al que 

representa.  

La Ética Profesional es la disciplina que reflexiona sobre las normas morales y los 

comportamientos profesionales establecidos en los Códigos Deontológicos. Así, el 

modelo profesional no se construye desde las características del individuo, sino que se 

crea reflexionando sobre la función, fines, medios y valores del oficio7; identificados 

estos, para, en una segunda fase, proyectarlos hacia el individuo para configurar el 

profesional ideal y modélico8. Su objetivo es, pues, descubrir y describir qué fines debe 

perseguir y, consecuentemente, qué valores y hábitos ha de incorporar el ejercicio de su 

profesión9. La pregunta de la Ética profesional es ¿qué debo ser en mi profesión?10 

La Ética profesional nos lleva a otro concepto que guarda relación y es la 

Deontología. La palabra deontología proviene del griego "deon" que significa "deber" y 

"logos" que significa "ciencia o estudio". Sería, pues, la ciencia o tratado de los deberes. 

La deontología se preocupa por identificar las reglas y principios éticos que deben seguir 

los individuos en diferentes ámbitos profesionales.  

La Deontología es la ética aplicada al mundo profesional concretada en unas 

normas y códigos de conducta exigibles a los profesionales, aprobados por el colectivo 

 

7 Véase ZAPATERO, J., El buen fiscal, Tirant lo Blanch, Valencia, 2018, p. 20. 

 

8 Véase DE LA TORRE DÍAZ, F.J. Deontología de abogados, jueces y fiscales. Reflexiones tras 

una década de docencia, Madrid, UPCO, 2008, p. 26.  

 

9 Véase DE LA TORRE DÍAZ, Deontología…, p. 105. 

 

10 En DE LA TORRE, Deontología…, p. 79. 
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de profesionales, que enumera una serie de deberes y obligaciones mínimos para todos 

los profesionales con algunas consecuencias de carácter sancionador11.  

Su elaboración, además, se encomienda al colectivo profesional12. Esto supone 

ciertas ventajas pues atribuye la elaboración de las normas éticas profesionales a quien 

mejor conoce el oficio, que son los propios que ejercen dicha profesión, son los que tienen 

más capacidad y más información para identificar los posibles conflictos éticos y para 

comprender y valorar las repercusiones de las soluciones alternativas13. Se puede 

considerar como “la moral positiva del colectivo”, no son propiamente normas jurídicas, 

ni contienen obligaciones ni generan responsabilidad disciplinaria, civil ni penal, sin 

embargo, sí generan crédito o descrédito, prestigio o desprestigio. 

En este sentido, las normas deontológicas que rigen una profesión, recogiendo esa 

práctica de excelencia en su ejercicio desde un punto de vista ético, no son estáticas, sino 

dinámicas por la propia condición de la vida social y profesional. Ahí, se exige la 

reflexión crítica de esa normativa desde la Ética profesional, que posibilita su 

transformación, su mejora, su adaptación a las nuevas circunstancias, redefiniendo, en su 

caso, el horizonte de la profesión. Siempre es posible ahondar en la pregunta que trae la 

ética en el ejercicio de la profesión.  

IV. ÉTICA DEL MINISTERIO FISCAL 

Las funciones del Ministerio Fiscal (velar por la legalidad y por el interés público) 

con tanta incidencia en la vida de la ciudadanía, exigen por sí mismas la búsqueda de la 

excelencia profesional, lo cual requiere una actitud, un compromiso con la ética, con las 

preguntas que surgen del ejercicio de la profesión. 

Se puede afirmar que lo más esencial de la Institución del Ministerio fiscal es la 

defensa de la legalidad. En este sentido, debe entenderse la exigencia constitucional del 

artículo 124.1 de la Constitución española, cuando establece que: “El Ministerio Fiscal 

tiene por misión promover la acción de la Justicia en defensa de la legalidad, de los 

derechos de los ciudadanos y del interés público tutelado por la Ley, de oficio o a petición 

 

11 Ibidem, p. 55. 

12 Ibidem, p. 105. 

13 En RODRÍGUEZ-TOUBES MUÑIZ, J., “Deontología de las profesiones jurídicas y derechos 

humanos”, Cuadernos Electrónicos de Filosofía del Derecho, n. 20, 2010. 
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de los interesados, así como velar por la independencia de los Tribunales y procurar ante 

éstos la satisfacción del interés social”. Por su parte, el Estatuto Orgánico del Ministerio 

Fiscal, (en adelante EOMF), en el artículo 1 reitera lo señalado en el 124.1 de la 

Constitución; y en su artículo 3 detalla las concretas funciones atribuidas a la Institución: 

básicamente se define al Ministerio Fiscal como el portador del interés público tutelado 

por la ley, del interés social, de la realización de los derechos de los ciudadanos y de las 

libertades públicas, así como de la defensa de la independencia de los tribunales. También 

el artículo 6 del EOMF se refiere al principio de legalidad: “Por el principio de legalidad 

el Ministerio Fiscal actuará con sujeción a la Constitución, a las leyes y demás normas 

que integran el ordenamiento jurídico vigente, dictaminando, informando y ejercitando, 

en su caso, las acciones procedentes u oponiéndose a las indebidamente actuadas en la 

medida y forma en que las leyes lo establezcan”.  

Estamos, en definitiva, ante una profesión en la que solo cabe actuar en supuestos 

legalmente previstos, y en la que el sentido o dirección que deben seguir todas las 

decisiones y actuaciones está también determinada desde el plano legal. No obstante, ello 

no puede hacer caer en una mentalidad tan apegada al positivismo que rechace la 

existencia de problemas o dilemas éticos o de conciencia14. 

Partimos de la idea de que el mismo concepto de “legalidad” no puede ser 

entendido como un sistema estático y cerrado en sí mismo, sino que está abierto al mundo 

de los valores y, en cada caso que debe intervenir, el propio concepto de legalidad está 

abierto e indeterminado.  

El ejercicio de su función implica juicios valorativos, que, de algún modo, 

requieren al fiscal en una conciencia ética y en un análisis que se haga cargo de la 

complejidad de la realidad. 

El primer deber del profesional consiste en ejercer el oficio conforme a las normas 

jurídicas que lo regulan. En el caso del fiscal, el ordenamiento jurídico, en primer lugar, 

establece claramente los deberes y las normas a los que ha de ajustarse15. En segundo 

 

14 Véase APARISI MIRALLES, A., “Defensa de la legalidad y juicio de conciencia en el fiscal”, 

en Ars Iuris, Nº 53, 2018, p. 121. 

15 Como funcionario púbico que gestiona un sector vital como es la Administración de Justicia, 

el Estado ha de reservarse la regulación de ciertos deberes y conductas que conforman el mínimo 

exigible. El Estatuto Básico del Empleado Público, la Ley Orgánica del Poder Judicial y el 

Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, regulan el marco jurídico, los deberes y obligaciones del 

fiscal.  
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lugar, el conjunto de deberes que el fiscal debe cumplir, fundamentalmente a través de la 

doctrina de la Fiscalía General del Estado (circulares, instrucciones, consultas). En tercer 

lugar, los deberes morales recogidos en el Código Ético del Ministerio Fiscal, es decir, 

los deontológicos que obligan a tomar en consideración otra serie de normas, que ayudan 

en su cumplimiento a desarrollar la denominada “cultura de la responsabilidad 

institucional”.  

El fiscal ideal y modélico (como es denominado por el propio Código Ético) no 

es simplemente el que cumple ciertas normas de conducta y no incurre en responsabilidad 

penal, civil o disciplinaria, sino el que ha desarrollado profesionalmente ciertos rasgos de 

carácter que constituyen las virtudes del fiscal, que no pueden ser muy distintas a aquellas 

virtudes básicas (las virtudes cardinales de origen griego), la excelencia (la areté) se 

conseguía a través de la valentía, la prudencia y la justicia.  

El tener que adoptar una decisión puede producir una situación de conflicto ético 

en el profesional en múltiples ocasiones, y una de ellas es precisamente cómo ejercer su 

derecho de libertad de opinión y expresión. 

En el ámbito del Ministerio Fiscal, como decía al inicio, cada vez más hay 

declaraciones de organizaciones internacionales que establecen principios éticos para 

guiar las actuaciones de los funcionarios públicos. Vamos a ver a continuación aquellas 

que recogen los principios éticos que han de tenerse en cuenta en relación con la libertad 

de expresión, no sin antes hacer unas breves consideraciones acerca del derecho a la 

libertad de opinión y expresión en relación con el Ministerio Fiscal. 

 

V. DERECHO A LA LIBERTAD DE OPINIÓN Y EXPRESIÓN Y 

MINISTERIO FISCAL 

 

Desde el punto de vista jurídico, el derecho a la libertad de expresión es uno de 

los 30 derechos que se recogen en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 

en concreto en el art. 19 dice: 
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«Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este 

derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar 

y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de 

fronteras, por cualquier medio de expresión.» 

A su vez, la Constitución Española reconoce en los arts. 20.1 a) el derecho a 

expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, 

el escrito o cualquier otro medio de reproducción; en el art. 20.1 b) a la producción y 

creación literaria, artística, científica y técnica y en el art. 20.1 d) el derecho a comunicar 

o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión, declarando en el 

apartado cuarto de este mismo precepto que estas libertades tienen su límite en el respeto 

a los derechos reconocidos en este Título, en los preceptos de las leyes que lo desarrollen 

y, especialmente, en el derecho al honor, a la intimidad, a la propia imagen y a la 

protección de la juventud y de la infancia. 

En todo caso se trata de un derecho que está sujeto a determinados límites para el 

Ministerio Fiscal que fija el propio ordenamiento jurídico, entre los que se pueden citar, 

siguiendo al propio Código Ético del Ministerio Fiscal (en adelante CEMF), los artículos 

4, 50, 59 Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal: 

Artículo 4: “El Ministerio Fiscal, para el ejercicio de sus funciones, podrá: 

Cinco. Informar a la opinión pública de los acontecimientos que se produzcan, 

siempre en el ámbito de su competencia y con respeto al secreto del sumario y, en general, 

a los deberes de reserva y sigilo inherentes al cargo y a los derechos de los afectados” 

Artículo 50: “Los miembros del Ministerio Fiscal guardarán el debido secreto de 

los asuntos reservados de que conozcan por razón de su cargo”. 

Artículo 59: “No podrán los miembros del Ministerio Fiscal pertenecer a partidos 

políticos o sindicatos o tener empleo al servicio de estos, dirigir a los poderes y 

funcionarios públicos o a corporaciones oficiales, felicitaciones o censuras por sus actos, 

ni concurrir con carácter o atributos oficiales a cualesquiera actos o reuniones públicas en 

que ello no proceda en el ejercicio de sus funciones. Asimismo, tampoco podrán tomar 

parte en las elecciones legislativas, autonómicas o locales más que para emitir su voto 

personal”. 
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Asimismo, la Instrucción 3/2005 del Fiscal General del Estado sobre la relación 

del Ministerio fiscal con los medios de comunicación, establece los principios y normas 

que deben guiar a los fiscales en sus interacciones con la prensa. Esta instrucción subraya 

la importancia de garantizar el derecho a la información veraz y la transparencia en el 

ámbito judicial, al mismo tiempo que se protegen los derechos de los afectados y se 

respeta el secreto sumarial. 

Se enfatiza que los fiscales tienen la obligación de informar a la opinión pública 

sobre los acontecimientos judiciales dentro de su competencia, siempre con el debido 

respeto a los límites legales mencionados. Esto incluye ofrecer datos nucleares de los 

procesos penales de interés público sin comprometer el desarrollo del juicio o los 

derechos de las partes involucradas. 

La instrucción señala las restricciones que deben observarse, tales como el respeto 

al secreto del sumario, la protección de la intimidad y el honor de las personas implicadas, 

y la prohibición de divulgar información que pueda afectar negativamente a los menores 

o a las víctimas de ciertos delitos. 

 

VI. DERECHO A LA LIBERTAD DE OPINIÓN Y EXPRESIÓN Y 

MINISTERIO FISCAL EN LAS DECLARACIONES DE 

ORGANIZACIONES INTERNACIONALES 

 

Los diversos códigos éticos del Ministerio Fiscal expresan su preocupación por el 

buen uso de la libertad de expresión y las relaciones entre el fiscal y los medios de 

comunicación, considerándolo un punto clave dentro de los principios éticos que deben 

inspirar la actuación de los fiscales. 

• Recomendación nº 19 (2000) del Comité de Ministros del Consejo de Europa 

a los Estados miembros sobre el papel del Ministerio Fiscal en el sistema de 

justicia penal, en su Parágrafo 6 dice: Igualmente, los Estados deberán 

disponer lo necesario para que se reconozca a los miembros del Ministerio 

Fiscal el derecho efectivo a la libertad de expresión, de creencias, de 

asociación y de reunión. Especialmente, tendrán derecho a tomar parte en 

cualquier debate público que verse sobre Derecho y administración de justicia, 

así como sobre promoción o protección de los derechos humanos…”. 
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• Recomendación nº 13 (2003), del Comité de Ministros del Consejo de Europa, 

sobre la difusión de la información respecto a los procedimientos penales:  

 Aborda la difusión de información por parte de los medios de 

comunicación en relación con los procedimientos penales. Esta 

recomendación establece principios clave para equilibrar el derecho a la 

información con la necesidad de proteger la presunción de inocencia, la vida 

privada de las personas involucradas y el correcto funcionamiento de la 

justicia. 

 Las autoridades judiciales y policiales deben proporcionar información a 

los medios de manera equilibrada y responsable, evitando filtraciones que 

puedan comprometer el desarrollo del proceso judicial o la seguridad de las 

personas. 

 

• “Directrices de Budapest”, Pautas europeas sobre ética y conducta para 

fiscales, (2005), adoptadas en la sexta conferencia de Fiscales Generales de 

Europa. 

 Capítulo II. Conducta profesional en general: Los Fiscales deberán en 

todo momento mantenerse fieles a los más altos valores profesionales y: 

apartado j) Preservar la confidencialidad profesional. 

 Capítulo IV, referido a la conducta personal, se recoge en el apartado c) de 

forma genérica lo siguiente: “Los fiscales deberán actuar de manera que 

favorezcan y mantengan la confianza pública en su profesión”. 

 

• Carta de Principios éticos de los Ministerios Públicos iberoamericanos (2018, 

en versión 2022) 

 Apartado 4º del Principio 5º, bajo la rúbrica “Libertad de expresión”: 

 “La libertad de expresión es una de las prerrogativas que tendrá que ser 

especialmente cuidada, para que no se vea comprometido el correcto desempeño 

de sus funciones ni las responsabilidades propias de su cargo. En su participación 

en las redes sociales, soportes digitales online, y contacto con medios de 

comunicación social, escritos, radiales y televisivos, deberá pautar el ejercicio del 

derecho a la libertad de expresión de manera ponderada y compatible con sus 

funciones, y abstenerse de conductas que pongan en riesgo los principios que debe 
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defender y que pudieran afectar negativamente la dignidad de su función, su 

capacidad para ejercerla o la confianza de la comunidad en el sistema de justicia”. 

 

 Apartado 1º del principio 5º, “Discreción y reserva”, que, en su párrafo 3º, 

se refiere al deber de confidencialidad: 

 “Deberá preservar la confidencialidad de la información funcional que 

conozca a menos que su comunicación sea necesaria en interés de la justicia o sea 

permitida por ley. Se abstendrá de comentarios sobre decisiones o dictámenes, 

suyos o de otros operadores u operadoras judiciales, salvo que sean justificados 

por su utilización en la doctrina, la formación académica y profesional, o la 

defensa de valores jurídicos superiores”. 

 

• Consejo Consultivo de fiscales europeos opinión n. 13, 2018 (Aborda el tema de 

la “Independencia, rendición de cuentas y ética de los fiscales”.): 

 Concepto 17: Los fiscales deben ejercer su libertad de expresión y 

asociación de manera compatible con su cargo y que no afecte o parezca afectar a 

la independencia o imparcialidad judicial y fiscal. Si bien son libres de participar 

en el debate público sobre cuestiones relacionadas con temas jurídicos, el poder 

judicial o la administración de justicia, no deben hacer comentarios sobre casos 

pendientes y deben evitar expresar opiniones que puedan socavar el prestigio y la 

integridad del tribunal. 

 

 

VII. DERECHO A LA LIBERTAD DE OPINIÓN Y EXPRESIÓN Y 

MINISTERIO FISCAL EN EL CÓDIGO ÉTICO DEL MINISTERIO 

FISCAL (2020) 

 

Este Código Ético del Ministerio Fiscal se puede considerar como un hito de gran 

transcendencia para los fiscales. El fruto de casi 20 años de trabajo -desde el 2002, han 

sido la redacción de 47 artículos que conforman su contenido. Aquí se plasman los 

deberes y los principios a los que se obligan los fiscales.  
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A raíz de la aprobación del Código Ético del Ministerio Fiscal (2020), se creó la 

Comisión de Ética Fiscal16, que tiene por objeto su interpretación a través de la emisión 

de dictámenes e informes, y promover la difusión y el conocimiento de los principios de 

ética fiscal recogidos en este texto y en otros de naturaleza análoga. Y, en ningún caso, 

puede interferir en el ejercicio de la potestad disciplinaria ni inmiscuirse en la 

determinación de la responsabilidad civil o penal de los y las fiscales, ni en el 

funcionamiento interno de las Fiscalías. 

Con la aprobación del Código ético del Ministerio Fiscal y la puesta en marcha de 

la Comisión de Ética Fiscal se ha dado un paso cualitativo en esa búsqueda de la 

excelencia.  

El Código Ético establece en su misma presentación que: 

En sus líneas no existe obligación jurídica alguna de la que pueda 

derivar sanción, tratándose de la expresión del compromiso de los y las 

fiscales con aquellos deberes que, sin ser exigibles, han de contribuir a 

optimizar el ejercicio de sus funciones y orientar su comportamiento, 

reforzando con ello la confianza de la ciudadanía en la institución y, por 

ende, en el sistema de justicia. 

El Código Ético en nuestro país no es ajeno a esta preocupación, lo que le lleva a 

dedicar a esta materia su Capítulo I, bajo la rúbrica “Intervención en redes y medios de 

comunicación: reserva, discreción y libertad de expresión”, siendo tres los principios 

relevantes con relación a la consulta planteada. 

El principio 1º contiene una premisa de carácter general: “Las y los fiscales se 

comprometen a ejercer con prudencia el derecho a la libertad de expresión que como 

ciudadanas y ciudadanos les corresponde, respetando en todo momento las obligaciones 

derivadas del secreto profesional, la reserva, discreción y consideración a los derechos de 

los individuos, prestando especial cuidado en evitar actuaciones o emitir juicios que 

puedan comprometer su imparcialidad y objetividad, así como la imagen y crédito del 

Ministerio Fiscal”. 

 
16 Véase en https://www.fiscal.es/comision-de-etica-fiscal (consultada el 03/06/2024). 

 

https://www.fiscal.es/comision-de-etica-fiscal
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Esta premisa general es completada con la necesaria reserva y discreción a la hora 

de emitir opiniones sobre procedimientos concretos. Así, según el principio 3º “Las y los 

fiscales podrán participar en debates públicos sobre derecho y administración de justicia, 

así como promoción o protección de los derechos humanos, obviando los debates 

públicos sobre procedimientos en trámite”. 

En medio de estos dos, el principio 2º se refiere a la lealtad institucional: “Las y 

los fiscales se comprometen a mantener la lealtad constitucional, fortalecer la confianza 

en la justicia y abstenerse de realizar cualquier acción que pueda ser percibida como una 

afectación a su independencia e imparcialidad y que vaya en demérito de la consideración 

que la ciudadanía debería dispensar a la administración de justicia”. 

En esencia, las limitaciones éticas contenidas en estos principios (secreto 

profesional, reserva y discreción) referidas a los derechos de los individuos y a preservar 

la imagen y el crédito del Ministerio Fiscal, obligan al fiscal a tener especial prudencia a 

la hora de desarrollar la libertad de expresión para aportar sus reflexiones y opiniones en 

los medios de comunicación social o en declaraciones públicas.  

Esa prudencia, que llama a cierta contención, puede y debe conciliarse con la 

función de pedagogía social mediante la explicación de una norma jurídica y los 

principios procesales, función contemplada en el principio 11º CEMF referido a 

formación: “Las y los fiscales procuraran colaborar en aquellas actividades externas a la 

institución que puedan incidir positivamente en su formación o en la de las personas 

asistentes”. 

Tampoco debe olvidarse la actitud proactiva a favor de la transparencia que se 

refleja en el principio 4º CEMF: “Las y los fiscales se comprometen a divulgar, en su 

relación con los medios, el conocimiento de las funciones y fines del Ministerio Fiscal”. 

En esta línea, el principio 7º CEMF contiene una referencia expresa al papel 

institucional del fiscal: “En el uso de las redes sociales, cuando se identifiquen directa o 

indirectamente como fiscales, se comprometen a actuar conforme a las normas y 

principios que se recogen en el presente texto y atendiendo al papel institucional de su 

función”. 
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VIII. REFLEXIONES IN FINE SOBRE LOS PRINCIPIOS ÉTICOS QUE 

DEBEN GUIAR AL MINISTERIO FISCAL EN EL EJERCICIO DEL 

DERECHO A LA LIBERTAD DE OPINIÓN Y DE EXPRESIÓN  

Una vez expuestos los significados de los principales conceptos que se dan cita en 

el ámbito de la Ética Pública y la Deontología Profesional, así como la regulación de las 

pautas éticas que debe seguir el fiscal, en cuanto al ejercicio de su derecho a la libertad 

de opinión y de expresión, a continuación, me permitirá hacer unas breves reflexiones.  

La ética personal y la profesional, al final, afecta a la esfera íntima de la persona. 

Ello exige un esfuerzo de introspección personal honesto y sincero sobre la coherencia 

entre el comportamiento del servidor público, en este caso, el fiscal, y las virtudes éticas 

y dianoéticas, entre las que destaca la prudencia. 

La regla general es que nada se opone a que el fiscal, titular del derecho a la 

libertad de opinión y de expresión, emita las opiniones, aclaraciones o comentarios sobre 

cualquier actuación jurídica, dentro de esa deseable prudencia y moderación. No 

contradice ningún principio ético, por el contrario, se podría considerar que esa presencia 

en medios de comunicación públicos viene alentada por elogiables compromisos con la 

trasparencia y la divulgación en la opinión pública de una cultura de respeto a la Justicia 

en general y del Ministerio Fiscal en particular y de confianza en ellos. Incluso, si el 

asunto tiene un especial interés público, puede llevar al fiscal a entender honestamente 

que, con su intervención en un medio de comunicación, no hace sino dar respuesta al 

derecho de la ciudadanía a tener información veraz. Eso sí, siempre tendrá que ser 

consciente de su derecho a la libertad de expresión requiere de una especial prudencia 

que le llama a cierta contención, que puede y debe conciliarse con la función de pedagogía 

social mediante la explicación de una norma jurídica y los principios procesales, así como 

con la actitud proactiva a favor de la transparencia que se refleja en el principio 4º CEMF: 

“Las y los fiscales se comprometen a divulgar, en su relación con los medios, el 

conocimiento de las funciones y fines del Ministerio Fiscal”. 

En esta línea, el principio 7º CEMF contiene una referencia expresa al papel 

institucional del fiscal: “En el uso de las redes sociales, cuando se identifiquen directa o 

indirectamente como fiscales, se comprometen a actuar conforme a las normas y 

principios que se recogen en el presente texto y atendiendo al papel institucional de su 

función”. 
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En todo caso, los criterios éticos que deben salvaguardarse son: el principio de 

confidencialidad y reserva; el principio de prudencia y autocontención en asuntos que 

aborden públicamente; la reflexión, mesura, secreto profesional y discreción sobre todo 

en consideración a los derechos de terceros; la obligación de alejarse de emitir opiniones 

o juicios de valor sobre procedimientos de otros compañeros/as y la lealtad institucional.  

 


